Proyecto de Declaración
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires  

DECLARA

Que considera necesario y pertinente que el Poder Ejecutivo instruya a los organismos y dependencias que corresponda, para que en torno a las valuaciones fiscales de los predios rurales, se apele para la determinación del valor óptimo y otros coeficientes, a los instrumentos que las propias leyes establecieron para tal cometido, requiriendo el pase al archivo de la Disposición 1.167/92, cuyo contenido excede los propicios para un instructivo, avanzando sobre la Ley contraviniendo la necesaria vigencia de la jerarquía jurídica.

FUNDAMENTOS

Se han hecho eco comentarios periodísticos de lo ocurrido con un gran número de productores rurales de la provincia de Buenos Aires que por diversas vías ha recibido notificaciones originadas en la Agencia de Recaudación de Buenos Aires, avisando de un cambio en la valuación fiscal de los campos adoptada en función de una disposición de 1992, a través del cual se pretende un aumento tributario basado en la cercanía a caminos y/ ó estaciones ferroviarias.  La pretensión cuyo fundamento debe ser su situación fiscal, no tiene, según señalan propios y extraños, sin embargo, basamento fáctico ni jurídico que le permita concretar tal objetivo. La mencionada disposición de dieciséis años de antigüedad, pretendió incorporar a la valuación fiscal de los predios rurales una nueva condición consistente en su ubicación geográfica, desconociendo normas de superior jerarquía, como lo es la ley 10.707, conocida como ley de catastro, modificada por ley 11.808, cuyo texto define los fundamentos por tener en cuenta para producir un cambio en la valuación. 
Allí se señala expresamente que tales fundamentos son la modificación del estado parcelario, la accesión o supresión de mejoras, el cambio de clasificación catastral, la verificación de errores de valuación y la modificación de los valores con posterioridad a la valuación general. Una reciente nota editorial de La Nación señala con justeza que un elemental razonamiento referido a la jerarquía normativa permite destacar que el concepto de mera ubicación geográfica de un fundo rural, contenido en la disposición cuestionada, es contrario a la legislación vigente. En el mismo sentido se ha expresado la Confederación de Asociaciones Rurales de Buenos Aires y La Pampa, haciéndolo a partir de un análisis jurídico. 

Pero he aquí que además de tal circunstancia que tiene que ver con la jerarquía jurídica que supone la imposibilidad de modificar una ley por una disposición, el fundar la incorporación de un adicional en función de la contribución a la rentabilidad rural de los caminos y estaciones ferroviarias ha merecido otras objeciones. 

Es que tanto los comentarios de la prensa, como la opinión de las entidades que representan a los productores, como la mera observación del común, permite determinar que el ferrocarril ha dejado de ser la herramienta para el traslado de la producción del campo, mientras que la red caminera dista de tener el desarrollo y mantenimiento que requiere la producción. Súmese a ello que la reciente sanción de la ley 13.850, de reforma tributaria provincial, deroga el adicional inmobiliario urbano, de automotores y otros bienes, llamado impuesto a la riqueza, e impone aunque de manera poco definida que los pagos realizados por los contribuyentes podrán ser imputados a la cancelación de obligaciones impositivas en las condiciones que determine la ARBA. Contándose con la Ley 10.707 y las modificatorias de la misma, la disposición a que se alude debería tener el archivo por destino, y, en todo caso, apelar a una nueva Ley si lo que se pretende es establecer un nuevo sistema de valuación fiscal y de determinación del valor óptimo y otros coeficientes, apelando a los instrumentos que las propias leyes establecieron para tal cometido. Es en razón de las circunstancias expuestas, que requerimos de los señores Legisladores el acompañamiento a la presente iniciativa. 

